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Corte Constitucional
	 
          

          COMUNICADO No. 46
               Noviembre 27 de 2013

 


 LAS NORMAS ACUSADAS DE LA LEY 1539 DE 2012 QUE REGULAN ASPECTOS DE LA IMPLEMENTACIÓN DEL CERTIFICADO DE APTITUD PSICOFÍSICA, MENTAL Y MOTRIZ PARA EL PORTE Y TENENCIA DE ARMAS DE FUEGO, SE AJUSTAN A LOS PRINCIPIOS DE UNIDAD DE MATERIA, CONSECUTIVIDAD E IDENTIDAD FLEXIBLE. LA INFORMACIÓN PERSONAL RELATIVA A DICHOS CERTIFICADOS NO ES DE ACCESO PÚBLICO PERO PUEDE SER CONSULTADA POR LAS INSTITUCIONES ENCARGADAS DE SU EXPEDICIÓN
	 I. EXPEDIENTE D-9490 - SENTENCIA C-850/13 (Noviembre 27) 
M.P. Mauricio González Cuervo 




1. Norma acusada
LEY 1539 DE 2012
(Junio 28)
Por medio de la cual se implementa el certificado de aptitud psicofísica para el porte y tenencia de armas de fuego y se dictan otras disposiciones 

Artículo 3°. Sistema de Seguridad. El Sistema Integrado de Seguridad en la expedición del certificado de aptitud psicofísica, tiene como finalidad garantizar la presencia del usuario aspirante en el centro o institución especializada; la realización de las pruebas y evaluaciones por los medios o especialistas; que el certificado se expida desde la ubicación geográfica del centro o institución especializada; y que dichas pruebas se hagan desde los equipos de cómputo de los centros o instituciones especializadas con el fin de evitar un posible fraude en la expedición del mencionado certificado. 

Los protocolos de seguridad para realizar los exámenes del certificado de aptitud psicofísica efectuados por los centros de instituciones especializadas, en un único Sistema Integrado de Seguridad, son los siguientes: 

1. Registrar, autenticar y validar la identificación de las personas al inicio y al final de cada una de las evaluaciones o pruebas médicas. El usuario aspirante y profesional de la salud debe proceder a identificarse con lectores biométricos, así mismo mediante la lectura biométrica de la huella al momento de expedir el examen médico. Los lectores biométricos de huellas deben tener la funcionalidad de dedo vivo. 

La validación de la huella se hará con el Sistema de la Regisiraduría Nacional del Estado Civil, para lo cual dicha entidad deberá adoptar las medidas técnicas y jurídicas para el efecto. 

2. Tomar la información de la cédula de ciudadanía con lectores de código de barras. 

3. Registrar la firma mediante dispositivos digitalizadores de firmas. 

4. Capturar la foto del usuario a través de una cámara con sensor digital de alta definición, que generen imagines nítidas con más grado de detalle, con el fin de identificar a la persona aspirante. 

5. Registrar y enviar los resultados de los exámenes al terminar cada prueba, directamente al Sistema Integrado de Seguridad o desde el aplicativo de cada Institución especializada integrándose con el Sistema, cumpliendo con los estándares del mismo. Este sistema controlará los tiempos mínimos en que se debe realizar cada prueba (psicomotriz, optometría, auditiva, médica). 

Parágrafo. El Sistema Integrado de Seguridad debe validar todas y cada una de las evaluaciones de las pruebas realizadas con los criterios de evaluación establecidos en el literal d) del artículo 11 de la Ley 1119 de 2006 y en la Resolución número 1555 de 2005. 
6. La conectividad con el Sistema Integrado de Seguridad se realizará a través de una Red Privada Virtual que se armará con dispositivos de seguridad y comunicaciones que controlen, validen la localización geográfica de la Institución especializada, y se pueda garantizar la realización de los exámenes para obtener el certificado de aptitud psicofísica desde la ubicación de la sede acreditada, controlando y autorizando los equipos de cómputo de la Institución Especializada verificando la identificación de los principales componentes de cada computador. 

Las instituciones especializadas o centros se conectarán con el Sistema Integrado de Seguridad a través de canales de Internet óptimos para la operación, con una dirección IP Pública Fija. El Sistema Integrado de Seguridad tendrá un canal dedicado suficiente para la conexión de los Centros o Instituciones especializadas, y permita tener el acceso de la información segura a la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada. 

Parágrafo 1°. Todas las Instituciones que expidan o que vayan a expedir los certificados de aptitud psicofísica o física, mental y de coordinación motriz, deberán ser acreditadas como organismos de certificación de personas, bajo la norma ISO/IEC 17024:2003, para lo cual deberán previo a obtener, renovar o mantener la acreditación, garantizar el cumplimiento del Sistema Integrado de Seguridad del presente artículo. 

Parágrafo 2°. El sistema integrado de seguridad deberá obtener el reconocimiento mediante el registro y/o solicitud presentada y admitida para trámite de patente de y/o Modelo de Utilidad, conforme a la Decisión 486 del 2000 emitida por la Superintendencia de Industria y Comercio. Además para el caso del software debe tener el registro o depósito de propiedad Intelectual, conforme a la Ley 23 de 1982 y el Decreto 1360 de 1989. 

Parágrafo 3°. La entidad encargada del Registro de la información de los certificados de aptitud física, mental y motriz conforme a la Ley 769 del 2002 debe entregar la información o permitir el acceso a todos los registros de los certificados médico de aptitud física, mental y psicomotriz, en tiempo real con el fin de confrontar, comparar con la información que se encuentra almacenada en el Sistema Integrado de Seguridad, este último entregará un informe diario legitimado ante los entes de control y vigilancia los exámenes que dieron cumplimiento a los criterios establecidos en el literal d) del artículo 11 de la Ley 1119 de 2006 y a la Resolución 1555 de 2005. 

2. Decisión 
Declarar EXEQUIBLES, por los cargos analizados, el parágrafo 3º y la expresión “Todas las instituciones que expidan o que vayan a expedir los certificados de aptitud psicofísica o física, mental y de coordinación motriz” contenida en el parágrafo 1º del artículo 3º de la Ley 1539 de 2012. 

3. Síntesis de los fundamentos 
En el presente caso, la Corte debía resolver (i) si se vulnera la regla de unidad de materia (art. 158 C.Po.) y la correspondencia que debe tener el título de las leyes y su contenido (art. 169 C.Po.), cuando en una norma que implementa el certificado de aptitud psicofísica para el porte y tenencia de armas de fuego se introducen referencias a disposiciones que regulan la expedición del certificado de aptitud para la conducción de vehículos automotores; (ii) si se desconocen los artículos 157 y 160 de la Carta Política referidos al principio de consecutividad e identidad flexible, cuando se introducen las expresiones “en la Resolución 1539 de 2005” del parágrafo del numeral 5) del artículo 3º de la Ley 1539 de 2012; “Todas las instituciones que expidan o que vayan a expedir los certificados de aptitud psicofísica o física, mental y de coordinación motriz” del parágrafo 1º del numeral 6) del artículo 3º de la Ley 1539 de 2012; y el parágrafo 3º del numeral 6) del artículo 3º de la Ley 1539 de 2012 con la mención “la Ley 769 de 2002” y “la Resolución No. 1555 de 2005”, que no habían sido consideradas ni aprobadas en los tres primeros debates; y (iii) si vulnera el derecho a la intimidad consagrado en el artículo 15 de la Constitución, prescribir que las entidades encargadas del registro de la información sobre los certificados de aptitud física, mental y motriz deban entregar la información o permitir el acceso a todos los registros de los certificados médicos de aptitud física, mental y psicomotriz en tiempo real, con el fin de que se confronten con las del Sistema Integrado de Seguridad. 

Habida cuenta que la Resolución 1555 de 2005 mencionada en el artículo 3º de la Ley 1539 de 2012 fue derogada expresamente por el artículo 32 de la Resolución 12336 de 2012 del Ministerio del Trasporte, la Corporación no analizó la constitucionalidad de las expresiones del parágrafo y del parágrafo 3º del citado artículo 3º que hacen referencia a la Resolución número 1555 de 2005. 

En primer lugar, acorde con los criterios fijados en la jurisprudencia constitucional, la Corte encontró que los apartes demandados del artículo 3º de la ley 1539 de 2012 no desconocieron la regla de unidad de materia establecida en el artículo 158 de la Constitución, ni la concordancia de su contenido con el título de la citada ley. En efecto, para la Corporación es claro que la Ley 1539 de 2012 se expidió para implementar el certificado de aptitud psicofísica para el porte y tenencia de armas de fuego al cual se refieren los segmentos demandados de parágrafo 1º del artículo 3º de la mencionada ley. En ningún momento, la norma demandada regula aspectos relativos al campo del tránsito y trasporte. La mención que se hace de la Ley 769 de 2002 alude únicamente a la entidad encargada del Registro de Información de los citados certificados que deben expedirse para las licencias de conducción, con el objeto de que remita la información que posee de las personas allí inscritas, de manera que facilite la confrontación con los datos registrados en el Sistema Integrado de Seguridad, en el cual van a reposar los certificados exigidos para el porte y tenencia de armas de fuego, sin modificación alguna del Código de Tránsito y Transporte. De igual modo, advirtió una conexidad teleológica de imponer la acreditación ISO/IEC 17024:2003 a todas las instituciones que expida certificados de aptitud física, psicofísica, mental y de coordinación motriz, toda vez que de lo que se trata es que se observen los mismos criterios de registro de dicha información. Por consiguiente, el cargo por vulneración de la regla de la unidad de materia de toda ley, no estaba llamado a prosperar. 

En segundo lugar, la Corte estableció que tampoco se desconoció en el presente caso, el principio de consecutividad e identidad flexible exigido por la Constitución, en los debates de un proyecto de ley (arts. 157 y 160 C.Po.). Después de examinar el trámite surtido por el proyecto que culminó en la expedición de la Ley 1539 de 2012, la Corporación constató que cumplió con los cuatro debates previstos en la Carta Política y en el Reglamento del Congreso (Ley 5ª de 1992), como también, dada la divergencia de textos aprobados en el Senado de la República y la Cámara de Representantes, se sometió a la etapa de conciliación. A juicio de la Corte, las modificaciones introducidas obedecieron a la atribución que le confiere a las plenarias de las cámaras el artículo 160 de la Constitución, cuyo ejercicio solo está sujeto a que se trate de temas conexos con la materia del proyecto de ley en discusión, lo cual se da en este caso, ya que es evidente que no se trata de una temática novedosa o extraña a los debates que se adelantaron, en la medida que la expresiones acusadas se encaminan a la implementación de los certificados de aptitud física, mental y motriz, en este caso, en lo concerniente a los requerimientos y criterios de calidad de todas las instituciones que expiden este tipo de certificados, entre las cuales está las que hacen parte del Sistema Integrado de Seguridad y las del sector de tránsito y transporte. 

Finalmente, la Corte precisó que la información a que alude el parágrafo 3º del artículo 3º de la Ley 1539 de 2012 que se almacena en los Centros de Reconocimiento en el RUNT y que se debe poner a disposición del Sistema Integrado de Seguridad es de carácter semiprivado, al contener: i) nombres, apellidos, teléfono y dirección del examinado; ii) documento de identificación; iii) firma y huella dactilar del examinado; iv) fotografía del examinado y v) declaración del médico sobre los resultados de la evaluación, diagnóstico obtenido y restricciones o limitaciones si fuere el caso. Es decir, se trata de información personal que no puede considerarse de acceso público y solo puede conocerse por orden de autoridad judicial o administrativa y para los fines propios de sus funciones o a través del cumplimiento de los principios de administración de datos personales. Al mismo tiempo, el Tribunal recordó, que el derecho a la intimidad puede verse limitado por razones de interés general, legítimas y debidamente justificadas constitucionalmente, como ocurre en el presente caso, en el que en procura de la protección e integridad y vida de las personas, se implementó el certificado de aptitud psicofísica para el porte y tenencia de armas. Para la Corte, la intromisión del Estado autorizada por la norma acusada en la información semiprivada de las personas, al permitir su transmisión o consulta por las instituciones encargadas de expedir la certificación de aptitud psicofísica para el porte y tenencia de armas se encuentra justificada, en la medida que su finalidad apunta al cumplimiento de fines constitucionalmente legítimos, como son, la protección de la vida, la integridad y la seguridad de la sociedad (arts. 1º y 2º C.Po.). 

Con fundamento en estos argumentos, la Corte procedió a declarar la exequibilidad de los apartes demandados en esta oportunidad, frente a los cargos examinados, del artículo 3º de la Ley 1539 de 2012.  
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